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Prólogo 

 
 
Los objetivos de desarrollo del milenio que fueron suscritos en el año 2000 en el seno de Naciones Unidas 
contemplaron un aumento significativo de la población con acceso a agua y saneamiento. Este objetivo se 
concretó en reducir a la mitad el número de personas sin acceso a agua y saneamiento durante el período 
2000-2015. La consecución de este objetivo en la región de América Latina significa incorporar a los 
servicios a unos 70 millones de nuevos usuarios puesto que no sólo se requiere atender a la población que 
ahora no tiene servicio sino que también es necesario atender al crecimiento esperado de la población.  
 
El Banco Interamericano de Desarrollo está desarrollando iniciativas que permitan a la región la consecución 
de las metas del milenio. Así pues, el Banco promueve la preparación de programas que tienen como 
objetivo central que todos y cada uno de los países avancen con una velocidad uniforme y sostenida hacia los 
objetivos del milenio y por tanto tales programas contemplarán planes de inversión acelerada. No obstante, 
las evidencias indican que una política basada en la ampliación de la oferta y los subsidios públicos para 
todos no ha sido eficaz en llevar los servicios a los más desfavorecidos. Los fondos públicos asignados al 
sector se han dirigido con frecuencia a mejorar la calidad de los servicios a los usuarios existentes a precios 
muy por debajo del costo. A menudo se han ignorado a los más necesitados que carecen totalmente de estos 
servicios y pagan por un suministro discontinuo e inseguro unos precios superiores al costo del servicios que 
reciben y superiores también a los precios que pagan los ciudadanos más privilegiados que sí tienen acceso a 
los servicios. Por ello, el Banco Interamericano de Desarrollo promueve programas con acciones en una 
amplia gama de frentes entre los que se encuentran un incremento significativo de la generación interna de 
fondos del sector y una focalización de las inversiones públicas. 
 
Como complemento de estos programas, el Banco esta preparando unas guías para la aplicación de las 
Política de Servicios Públicos Domiciliarios (OP-708) al sector de agua y saneamiento. Esta política 
establece un marco para compatibilizar los objetivos de aumento de cobertura y calidad con el resto de los 
objetivos de desarrollo y eficiencia de cada país. Aunque las guías operacionales facilitan la aplicación de la 
política al sector al tener en cuenta las peculiaridades del mismo, las guías no pueden sustituir el diseño 
racional e individualizado de las operaciones. Precisamente, para facilitar el diseño de las operaciones, el 
Banco está preparando estudios de experiencias de colaboración entre los sectores público y privado para 
aumentar la cobertura de la población más desatendida.  
 
Este artículo se enmarca en estos esfuerzos del Banco de presentar fórmulas novedosas de participación de 
los sectores público y privado dirigidas a incrementar significativamente la cobertura de los servicios de 
agua y alcantarillado. Dos características de la concesión de la provincia de Salta merecen destacarse. 
Primera, este caso mostrará una concesión de los servicios de agua y alcantarillado de todos los municipios 
de la provincia, incluso de aquellos servicios que en el momento de realizar la concesión están operados por 
los propios municipios. Segunda, entre los instrumentos utilizados para promover el acceso a la población 
más desprotegidas se encuentra un esquema de subsidios directos a la demanda que está gestionado por el 
operador, pero cuyos costos están sufragados por el Estado provincial. 
 
 
Pietro Masci 
Jefe 
División de Infraestructura y Mercados Financieros 
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Introducción 
 
 
 
La provincia de Salta tiene una superficie de 
155.488 kilómetros cuadrados (5,6% del territo-
rio nacional) y se encuentra localizada en el no-
roeste del territorio argentino, limitando con seis 
provincias y con tres países (Chile, Bolivia y 
Paraguay). La provincia se divide en 23 depar-
tamentos y 59 municipios con una población de 
aproximadamente 1.079.000 habitantes (2,9% de 
la población nacional) y una densidad promedio 
de 7 habitantes por kilómetro cuadrado. El grado 
de urbanización de la provincia es 78%, siendo 
la ciudad de Salta el principal centro urbano con 
480.000 habitantes. El producto bruto de la pro-
vincia en 2000 fue US$ 4,1 mil millones y tuvo 
un nivel per cápita cercano a los US$ 4.000. El 
crecimiento promedio del producto provincial a 
partir de 1990 fue 2,8% al año comparado a un 
crecimiento anual promedio de 1,8% para la 
economía Argentina en su conjunto. El producto 
per cápita de la provincia es aproximadamente el 
52,7% del producto per capita de Argentina. La 
provincia de Salta es una de las provincias ar-
gentinas con mayores problemas sociales y me-
nor nivel de desarrollo relativo. 
 
Previo al proceso de reforma, los servicios de 
agua y alcantarillado en la provincia de Salta 
habían sido prestados en la mayor parte de los 
municipios por la Administración General de 
Aguas de Salta (AGAS), una persona jurídica 
pública con autonomía administrativa. AGAS 
prestaba los servicios de agua potable y alcanta-
rillado en 43 localidades. El resto de la pobla-
ción—unos 25.000 habitantes—estaban servi-
dos, bien por dependencias municipales, bien 
por pequeñas organizaciones de tipo cooperati-
vas. En 1997 la provincia de Salta contaba con 
una población total de 1.000.983 habitantes, y 
las coberturas de los servicios eran del 72% para 
agua potable y del 63% para alcantarillado. En 
las áreas atendidas por AGAS las coberturas 
eran de 76% para el agua y del 68% para el al-
cantarillado. Estas coberturas relativamente ba-
jas, eran, en gran medida, el resultado de los 
problemas históricos de gestión del servicio pú-
blico. En primer lugar, era común que los agen-

tes inmobiliarios infringieran normas municipa-
les y provinciales, mediante la venta de lotes sin 
la provisión de servicios básicos (agua y electri-
cidad). Segundo, ciertos grupos políticos incen-
tivaban a los residentes a realizar conexiones 
clandestinas, como una estrategia para presionar 
al prestador del servicio provincial de agua para 
que invirtiera en la expansión de las redes. Por 
otra parte, la infraestructura e instalaciones de 
AGAS se encontraban en estado de operación 
deficiente, debido a la falta de inversiones en 
renovación, ampliación y mantenimiento de la 
infraestructura.  
 
Los servicios de agua potable y saneamiento 
gestionados por AGAS fueron concesionados a 
la empresa Aguas de Salta S.A. en el año 1998. 
Las características más relevantes de esta conce-
sión son las siguientes. Primero, inicialmente se 
transfirieron al concesionario los servicios de 
agua y alcantarillado de los diversos municipios 
que estaban servidos por AGAS. Segundo, la 
concesión se ha desarrollado con un bajo nivel 
de conflictividad. Tercero, la implantación de un 
sistema de subsidios directos a la demanda de 
los usuarios de bajos recursos que, además, tiene 
un alto grado de aceptación social. 
 
El objetivo de este estudio consiste en analizar 
las características del proceso de participación 
del sector privado en los servicios de agua pota-
ble y alcantarillado sanitario en la Provincia de 
Salta y presentar la evolución que han experi-
mentado dichos servicios entre los años 1998 y 
2002. El artículo está organizado de la forma 
siguiente. En la sección 2 se presentan las bases 
legales de la concesión. En la sección 3 se des-
criben las principales características del proceso 
de la concesión. La sección 4 estudia el marco 
regulador de los servicios. La sección 5 presenta 
las funciones y características del ente regulador. 
La sección 6 se dedica a los subsidios al consu-
mo. La sección 7 considera las fórmulas de inte-
gración de los municipios en la concesión. La 
sección 8 detalla los resultados obtenidos. La 
sección 9 presenta las lecciones aprendidas.  
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Bases legales de la concesión 
 
 
 
Según la legislación Argentina, tanto en el ámbi-
to Federal, como Provincial, la autoridad con 
competencia para dar en concesión los servicios 
de agua y alcantarillado en la provincia de Salta 
es el gobierno provincial. Por un lado, la provin-
cia  detenta el dominio sobre las aguas superfi-
ciales y subterráneas y tiene facultades para re-
gular su uso. Por otro lado, la legislación esta-
blece que la responsabilidad sobre los servicios 
públicos corresponde a la Provincia, y que pue-
den prestarse de manera directa, por medio de 
concesión o a través de órganos constituidos por 
el Estado.   
 
En lo que se refiere al dominio originario sobre 
las aguas superficiales y subterráneas que se en-
cuentran dentro de su territorio y, a las faculta-
des para reglar su uso y aprovechamiento cabe 
señalar los siguientes textos normativos:  
 
• 

• 

• 

                                                          

El artículo 121 de la Constitución Nacional 
(CN) establece que las provincias conservan 
todo el poder no delegado en la Constitución 
al Gobierno Federal. A su vez, pueden dic-
tarse su propia Constitución, darse sus pro-
pias instituciones locales y regirse por ellas 
(arts. 122, 123 CN). 

 
El artículo 2340 inciso 3° del Código Civil 
que dispone que las aguas pertenecen al do-
minio público del Estado General o de los 
Estados Particulares. 

 
La Constitución de la Provincia de Salta 
(CP) sienta como principio rector la obliga-
ción del Estado, y de toda persona, de prote-
ger los procesos ecológicos esenciales y los 
sistemas de vida de los que depende el desa-
rrollo y la supervivencia humana (artículo 
80° CP) para definir luego que las aguas de 
domino público de la Provincia están desti-
nadas a satisfacer las necesidades de consu-
mo y producción. Asimismo, establece que 
los poderes públicos deben preservar la cali-
dad y reglar el uso y aprovechamiento de las 
aguas superficiales o subterráneas que inte-

gran el dominio de la Provincia (artículo 83° 
CP). A su vez, en su artículo 85°, dispone 
que corresponde a la Provincia el dominio 
originario de los recursos naturales existen-
tes en su territorio, y ejercer las facultades 
que derivan del mismo.  

 
En lo que se refiere a la capacidad para dar en 
concesión la prestación de los  servicios de agua 
y alcantarillado, la Constitución Provincial esta-
blece que los servicios públicos corresponden 
originariamente a la Provincia o a los Munici-
pios, y que se prestan en forma directa, por me-
dio de concesión o a través de órganos constitui-
dos por el Estado, los agentes afectados a la 
prestación y los usuarios. En marzo del año 1990 
se dictó la Ley Nº 6583 de Reforma Administra-
tiva del Estado y Emergencia Económica que 
declaró sujeta a privatización la gestión de los 
servicios de distribución de agua potable y al-
cantarillado en la Provincia de Salta.  
 
Posteriormente, en marzo de 1996, se dictó la 
Ley Nº 68341 que—en consonancia con la citada 
Ley 6583—declaró sujeta a privatización la ges-
tión de los servicios de distribución de agua po-
table y saneamiento, cuya prestación estuviese a 
cargo de la Administración General de Aguas de 
Salta, o de la Dirección General de Obras Sani-
tarias. La mencionada norma dictó la competen-
cia del Gobernador para establecer las modali-
dades, alternativas y procedimientos a los cuales 
se ajustaría el proceso de privatización de la ges-
tión del servicio público. A estos efectos, se es-
tableció la transformación de la Administración 
General de Aguas de Salta y de la Dirección Ge-
neral de Obras Sanitarias de Salta en una socie-
dad anónima, creándose a ese fin Aguas de Salta 
S.A. (ASSA) Asimismo, dispuso que el Gober-
nador debía dictar el Marco Regulatorio del Ser-
vicio.  
 

 
1 La norma tuvo origen como Decreto de Necesidad y 
Urgencia n°54 del 12/12/95. Por Decreto 562/96 el 
Poder Ejecutivo la promulga como Ley Provincial 
6834. 
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Asimismo, la Ley 68422

                                                          

 estableció los Princi-
pios para la formulación del Régimen del Domi-
nio Público Hidráulico de la Provincia. En dicha 
norma se ordenó la redacción de un nuevo Códi-
go de Aguas para la Provincia. Dicho Código 
debía contener el principio de la atribución del 
dominio público en materia hidráulica a la Pro-
vincia, incluido el poder de policía de las aguas 
privadas, el principio constitucional de la centra-
lización normativa y descentralización en la eje-
cución de normas, y el principio de la participa-
ción de los concesionarios y usuarios del agua 
en la gestión del recurso.  
 
El Poder Ejecutivo de Salta aprobó por Decreto 
28373, el Marco Regulatorio para la prestación 
de los servicios de agua potable y desagües 
cloacales en todo el territorio de la Provincia, 
disponiéndose la licitación pública nacional e 
internacional para la venta del 90% del paquete 
accionario de ASSA, quedando el 10% reserva-
do para integrar un programa de participación de 
los trabajadores en el capital accionario del con-
cesionario4. 
 
Finalmente, en diciembre de 1998, y a través de 
la Ley 7017, se dictó el nuevo Código de Aguas 
de la Provincia de Salta, que rige todo lo atinen-
te a la tutela, gobierno, poder de policía, capta-
ción, aducción, administración, distribución, 
conservación, defensa contra los efectos nocivos 
de las aguas públicas superficiales y subterrá-
neas, sus fuentes, álveos, riberas, obras hidráuli-
cas y las limitaciones al dominio, en todo el te-
rritorio de la Provincia. Allí se define que son 
aguas del dominio público provincial todas las 
que  se  encuentran  dentro de esa  jurisdicción y 

 
2 La norma tuvo origen como Decreto de Necesidad y 
Urgencia  n° 69 del 12/12/95. Por Decreto 570/96 el 
Poder Ejecutivo la promulga como Ley Provincial 
6842. 
3 Diciembre de 1996. 
4 Denominado “Programa de Propiedad Participada”. 

no pertenezcan a particulares, a la vez que se 
reafirma el dominio de la Provincia de Salta so-
bre las aguas públicas interprovinciales que dis-
curren por su territorio.  
 
Asimismo, se reafirma el principio de Jurisdic-
ción Provincial al establecerse que cualquier 
acto de poderes nacionales, provinciales o muni-
cipales que modifiquen o extingan derechos que 
corresponden a la Provincia de Salta sobre las 
aguas de su dominio público, sin la previa con-
formidad del Poder Legislativo Provincial, serán 
nulos y sin valor, con excepción de los poderes 
que la Provincia expresamente hubiera delegado 
al Gobierno Federal, comprendidos en la Consti-
tución Nacional.   
 
Aunque el marco normativo resulta claro en lo 
que se refiere a la capacidad de la Provincia para 
dar los servicios en concesión, cabe resaltar que 
cuando se inició el proceso de incorporación de 
capital privado a los servicios de agua y alcanta-
rillado de Salta, algunos Municipios que presta-
ban estos servicios de manera directa se opusie-
ron  a tal medida. Si bien el Poder Ejecutivo 
Provincial entendía que estaba en condiciones de 
imponer los servicios del Concesionario en to-
dos los Municipios, el Gobierno decidió imple-
mentar una estrategia de negociaciones directas 
con las autoridades locales, de manera que estas 
entendieran la conveniencia de adherirse a la 
concesión. Para ello, el Directorio del Ente Re-
gulador mantuvo sendas reuniones en cada uno 
de esos Municipios, incluyendo Audiencias Pú-
blicas con amplia participación de autoridades y 
usuarios.
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La concesión 
 
 
 
La incorporación del sector privado a los servi-
cios de agua y alcantarillado se configuró a par-
tir de cuatro principios básicos cuyo conoci-
miento y análisis es útil para entender las condi-
ciones del contrato de concesión. En primer lu-
gar, el sector privado debía incorporarse tanto a 
los servicios de las localidades urbanas como de 
las rurales y ello a pesar de que la mayor parte 
de los procesos que hasta la fecha se habían des-
arrollado en Argentina se concentraban en áreas 
urbanas. En segundo lugar, la cobertura univer-
sal de los servicios de agua se estableció como 
un objetivo prioritario. Por ello, las autoridades 
estuvieron dispuestas a autorizar abastecimien-
tos de menor calidad a la convencional (agua 
corriente en lugar de agua potable) a cambio de 
obtener una mayor cantidad de personas conec-
tadas a los servicios. En tercer lugar, las inver-
siones de agua tenían preferencia sobre las in-
versiones en alcantarillado. Tal principio se tra-
dujo en la puntación que se asignó a las distintas 
inversiones en la evaluación de las ofertas. En 
cuarto lugar, se consideraba que los operadores 
que no pertenecieran a grandes empresas inter-
nacionales, ni a grupos constructores locales 
serían los más apropiados para la administración 
de los servicios. Las autoridades argumentaron 
que los grandes consorcios internacionales no 
estarían en condiciones de comprender los obje-
tivos políticos de la reforma y que los grupos 
constructores locales no tendrían experiencia y 
capacidad técnica para prestar el servicio públi-
co. 
 

LA ESTRUCTURA DEL PROCESO 
 
La incorporación del sector privado a los servi-
cios de agua y alcantarillado de Salta se estruc-
turó mediante la venta del 90% de las acciones 
de la sociedad anónima Aguas del Salta que re-
sultó de la transformación de la Administración 
General de Aguas de Salta y de la Dirección Ge-
neral de Obras Sanitarias de Salta en 1995. Una 
vez seleccionado el grupo que participaría en el 
90% de las acciones de Aguas de Salta S.A., el 
gobierno provincial otorgó la concesión de los 

servicios a esta empresa en los términos especi-
ficados en el pliego de licitación y demás docu-
mentos contractuales. 
 
La selección del comprador contemplaba la pre-
sentación y evaluación de las ofertas mediante el 
mecanismo de doble sobre. El sobre primero 
debía contener los antecedentes y capacidad del 
proponente y el plan de obras e inversiones 
(POI) a que se comprometía el mismo. El sobre 
segundo debía contener el volumen (en US$) de 
las inversiones comprometidas con cargo a la 
tarifa, siendo ésta la variable relevante para la 
selección del comparador de las acciones.  
 
En relación con los requisitos a presentar en el 
sobre primero referentes a la capacidad del pro-
ponente, cabe resaltar los siguientes. Los oferen-
tes debían disponer de un patrimonio neto no 
inferior al equivalente a cincuenta millones de 
dólares. También se exigía la presencia de un 
operador experimentado con quien el adjudicata-
rio debía firmar un contrato de asistencia técni-
ca. Dicho operador debería contar con una expe-
riencia no menor a cuatro años en la prestación 
del servicio público de agua y saneamiento, en 
una localidad con no menos de un millón de ha-
bitantes, debiendo acreditar una facturación 
anual de no menos de veinte millones de dólares 
en la prestación de los servicios mencionados. 
 
En relación con los requisitos a presentar en el 
sobre primero referentes a la propuesta de ges-
tión y desarrollo de los servicios, cabe destacar 
los siguientes aspectos. El sobre primero debía 
incluir una descripción de los principios de polí-
tica empresarial a que se sometería la empresa 
concesionaria, así como su estructura empresa-
rial (organigrama funcional del plantel profesio-
nal, técnico, administrativo y obrero), sus proce-
dimientos internos y sistemas de información 
propuestos. El sobre debería incluir un detalle de 
las inversiones a realizar por el concesionario, 
estructuradas en dos grupos. Las inversiones a 
ser financiadas con los ingresos procedentes de 
las tarifas (POIT) y aquellas inversiones a ser 
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financiadas con ingresos procedentes de otras 
fuentes ( POIF). Como se verá en los apartados 
siguientes con más detalle, el proponente sólo se 
comprometía en firme con las inversiones in-
cluidas en el POIT, pues las otras inversiones 
estaban condicionadas a la disponibilidad efecti-
va de otras fuentes de financiación. 
 
El sobre primero debía acompañarse de una ga-
rantía de mantenimiento de la oferta, por un pla-
zo de noventa días y por una suma equivalente a 
un millón quinientos mil dólares, es decir, una 
cuantía equivalente al precio fijado por el 90% 
de las acciones de ASSA. Esta garantía sería 
devuelta a los oferentes que no resultaran preca-
lificados y a los precalificados que no resultaran 
adjudicatarios, y al adjudicatario, luego de la 
firma del contrato. El criterio de análisis de las 
ofertas técnicas, por parte del Comité de Privati-
zación, se basaba en el siguiente esquema: hasta 
0.10 puntos por los antecedentes, hasta 0.20 por 
la capacidad técnico operativa de la empresa y 
0.70 por el programa de obras e inversiones. La 
suma de las puntuaciones otorgadas constituía el 
coeficiente de calidad de la oferta (CCP) que se 
utilizaba para modificar los volúmenes de inver-
sión establecidos en la oferta económica incluida 
en el sobre segundo. Estas calificaciones debían 
publicarse antes de la apertura de este sobre. 
 
El segundo sobre debía incluir el presupuesto de 
las obras e inversiones contenidas en el plan de 
obras e inversiones. Dicho presupuesto debía 
estar expresado en dólares y debía contener to-
das las obras del POI (tanto las del POIT, como 
las del POIF), detallando sus componentes. La 
variable de licitación fue el volumen (en US$) 
de inversiones que el proponente se comprome-
tía a hacer con cargo a la tarifa. De hecho, el 
adjudicatario seria el oferente con un mayor va-
lor para el producto entre el volumen de inver-
sión comprometido y el coeficiente de calidad de 
la oferta (CCP). 
  

LAS MODIFICACIONES A  
LOS PLIEGOS INICIALES 

 
Las tareas de preparación de las bases de licita-
ción, discusión con los participantes y evalua-
ción de las ofertas  fueron  encomendadas al Co- 

mité de Privatización, que estuvo integrado por 
funcionarios de la provincia que ya habían parti-
cipado en otros procesos de privatización, entre 
ellos, el de los servicios de energía eléctrica en 
la provincia. El Comité de Privatización preparó 
un pliego de licitación preliminar, y luego man-
tuvo discusiones con las empresas que habían 
adquirido este pliego inicial. Entre los cambios 
al pliego preliminar que resultaron de las suge-
rencias de los consorcios interesados, cabe des-
tacar los siguientes: 
 

Modificación del criterio de adjudicación. 
Originalmente el criterio de adjudicación se 
basaba en adjudicar la empresa al oferente 
que pagara un mayor precio por el 90% de 
las acciones de ASSA. Finalmente, se optó 
por utilizar un criterio basado en el volumen 
y magnitud del programa de inversión com-
prometido. La razón de este cambio fueron 
las grandes necesidades de inversión, que 
resultaban fundamentales para atender el ob-
jetivo de cobertura universal. En otras pala-
bras, el pago de un precio inicial muy alto 
limitaría la capacidad financiera del adjudi-
catario y pondría en peligro las inversiones 
de ampliación de cobertura y la misma pre-
sencia de oferentes serios y comprometidos. 

• 

• 

• 

 
Posibilidad de prestar el servicio con cali-
dades diferenciadas. Los potenciales propo-
nentes advirtieron al Comité de Privatiza-
ción acerca de la incompatibilidad entre un 
suministro de calidad uniforme, con la capa-
cidad de pago de la población y el equilibrio 
económico financiero de la empresa conce-
sionaria.  

 
Requerimiento de los consorcios. El pliego 
original exigía que los oferentes contaran 
entre sus firmas asociadas con un operador 
especializado, el cual participaría al menos 
en un 10% del capital y tendría derecho a 
voto durante toda la vigencia de la conce-
sión. Esta exigencia se modificó y se limitó 
al compromiso del adjudicatario de firmar 
un contrato de asistencia técnica con un ope-
rador experimentado, sin que fuera necesario 
que formara parte de la empresa. 
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Modificaciones de tarifas. El pliego inicial 
preveía un aumento de las tarifas del 20% 
después de transcurridos seis meses desde la 
incorporación del sector privado. Finalmen-
te, se dispuso que tal incremento debía ope-
rar a los trece meses de la mentada incorpo-
ración. Los operadores interesados sugirie-
ron esta opción al Comité, ya que entendían 
que luego de un plazo prudencial de opera-
ción (un año), la población estaría más dis-
puesta a aceptar el aumento, dadas las mejo-
ras que estarían en condiciones de lograr en 
ese período.  

• 

 
OBJETO, ÁMBITO Y PLAZO  

DE LA CONCESIÓN 
 
La concesión abarca todas las etapas de la pres-
tación del servicio: la captación superficial y/o 
subterránea, potabilización, transporte, distribu-
ción y comercialización del servicio de agua 
potable; y la colección, tratamiento, disposición 
y comercialización del servicio de aguas servi-
das, incluyéndose también aquellos efluentes 
industriales que las normas vigentes permitan 
que se viertan al sistema de alcantarillado.  
 
La concesión de los servicios corresponde a todo 
el territorio de la provincia de Salta, a pesar de 
que la empresa provincial ASSA sólo suminis-
traba el servicio a 43 municipalidades. Por tal 
motivo, los planes de obras e inversiones que 
propusieran los oferentes debían contemplar las 
expansiones necesarias para alcanzar la cobertu-
ra universal en la provincia, incluyendo los nú-
cleos aislados y las localidades no servidas ori-
ginalmente por ASSA. No obstante, en aquellos 
casos en que por las características específicas la 
ecuación económica de la prestación se trans-
formara en actividad no rentable, la prestataria 
del servicio podría proponer al ente regulador 
soluciones especiales. El concesionario, previa 
aprobación del ente regulador, tiene derecho a 
subcontratar determinadas áreas de la concesión 
siempre que la importancia económica de dichas 
áreas, en términos de facturación, no alcance el 
20% del total de la concesión. 
 
El Contrato otorga al Concesionario el derecho 
de exclusividad para la prestación de los servi-
cios dentro del área concesionada. Sin embargo, 

también establece la posibilidad que el Conce-
dente otorgue permisos para la explotación de 
los servicios en áreas no servidas, sean o no con-
sideradas como áreas de expansión. En estos 
casos, el Concesionario tiene el derecho de esta-
blecer los plazos de estos permisos, en función 
de sus propias posibilidades de haberse cargo de 
tales servicios. 
 
Cabe resaltar que aunque el ámbito territorial de 
la concesión comprende toda la provincia de 
Salta, el ámbito efectivo de la misma incluyó 
inicialmente a los 43 municipios servidos por la 
empresa provincial ASSA. Después de otorgada 
la concesión, el concesionario se ha ido hacien-
do cargo de los servicios mediante un proceso de 
negociación individual con las autoridades mu-
nicipales. En unos casos, el propio concesiona-
rio, cuando se trataba de una municipalidad con 
servicios de agua rentables, inició el proceso de 
negociación. En otros, cuando la municipalidad 
no estaba en condiciones de solventar los costos 
operativos o las inversiones necesarias, el proce-
so de negociación lo iniciaban las autoridades 
locales. 
 
La concesión de los servicios se otorgó por un 
plazo de treinta años contados desde la toma de 
posesión, con opción a prórroga por diez años 
más. Se establecía que el concesionario debía 
abonar al estado provincial por el uso del agua 
superficial y subterránea una suma anual que 
debería calcularse de conformidad a la normati-
va vigente a la materia. 
 

PLAN DE OBRAS E  
INVERSIONES Y TARIFAS 

 
El concesionario debía incluir en su oferta un 
programa de inversiones que asegurara el servi-
cio de agua y alcantarillado a todos los usuarios 
en los primeros quince años de la concesión, así 
como el cumplimiento de los niveles de calidad 
establecidos. Una parte de estas inversiones, las 
correspondientes al POIT, se recupera a través 
de las denominadas tarifas contractuales y otra 
parte se recupera vía los denominados cargos 
por amortización. 
 
Las tarifas de los servicios de agua y alcantari-
llado en el ámbito de la concesión tienen un ca-
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rácter impositivo y por tanto están obligados a 
su pago los inmuebles ubicados en las zonas 
servidas, aun cuando carezcan de instalaciones 
domiciliarias o se encuentren desocupados, in-
cluyendo a los baldíos no conectados. 
  
Las tarifas contractuales están diseñadas para 
cubrir todos los costos derivados de la explota-
ción de las instalaciones y la financiación de la 
parte del plan de obras e inversiones que, según 
su oferta, el concesionario está comprometido a 
financiar mediante estos recursos (POIT). El 
contrato establece que estas tarifas no deberían 
revisarse al alza durante los diez primeros años 
de la concesión salvo causas excepcionales. A 
pesar de que los principios establecidos en el 
marco regulatorio sobre medición de los consu-
mos y ausencia de subsidios cruzados, la reali-
dad ha sido que las tarifas efectivamente aplica-
das han estado lejos de estos principios y se ha 
configurado un sistema tarifario de naturaleza 
impositiva, en lugar de un sistema de precios 
que transmita señales adecuadas a los usuarios. 
 
Los cargos por amortización están diseñados 
para cubrir los costos de las inversiones y no 
contenidas en las tarifas contractuales. La amor-
tización total que el concesionario puede cobrar 
al conjunto de usuarios es la cuota correspon-
diente al presupuesto total de las obras e inver-
siones comprendidas en los POIF anuales no 
amortizados. Para el cálculo de la citada cuota 
las inversiones se amortizan en quince años y se 
retribuyen a una tasa de interés igual a la tasa 
Libor más un punto. Si el numero de años pen-
dientes de la concesión es inferior a quince, la 
vida restante de la concesión es la que se utiliza 
como período de amortización de los activos.  
  

LA EMPRESA ADJUDICATARIA 
 
El Comité de Privatización  dispuso la preadju-
dicación de la licitación a la firma NECON, S.A. 
cuya oferta contemplaba un plan de inversiones 
y obras de U$S 97 millones para los primeros 15 
años de la concesión. El Decreto 967/98 dispuso 
adjudicar a la empresa NECON, S.A. la conce-
sión integral de los servicios de agua potable y 

alcantarillado de la provincia de Salta con arre-
glo a las estipulaciones contenidas en el Pliego 
de Bases y Condiciones. Sin embargo, la Reso-
lución Nº 6/98 del Comité de Privatización acla-
ró que se adjudicaba a NECON, S.A. el 90% de 
las acciones de ASSA quien actuaba como con-
cesionaria de conformidad con las estipulaciones 
contenidas en el contrato de concesión. El mis-
mo Decreto dispuso la suscripción del contrato 
de transferencia de acciones de ASSA entre el 
estado provincial y NECON, S.A. como adqui-
rentes del paquete accionario de ASSA. El día 
14 de mayo de 1998 se firmó entre la provincia 
de Salta (como Poder Concedente) y Aguas de 
Salta S.A. (sociedad controlada por NECON, 
S.A.) el contrato de concesión para la explota-
ción de los servicios de agua potable y sanea-
miento. 
 
La firma NECON, S.A. es una empresa cons-
tructora originalmente fundada en los años se-
senta, que llegó a constituirse en una de las prin-
cipales empresas del rubro en la Argentina. A 
fines de la década del ochenta esta empresa co-
menzó un proceso de diversificación, particu-
larmente en actividades de turismo y agropecua-
rias y en los noventa, comenzó a involucrarse en 
los procesos de privatización, particularmente de 
generación de energía eléctrica en las provincias 
de Santiago del Estero y Tucumán, en concesio-
nes de rutas por peaje y en negocios de extrac-
ción petrolera. A los efectos de la asistencia téc-
nica requerida por el pliego, NECON, S.A. in-
cluyó a la empresa estatal del estado de Paraná 
de Brasil. En 1999, la empresa cambió su deno-
minación a Sociedad Prestadora Aguas de Salta, 
S.A. ( SPASSA). 
 
En el segundo semestre de 1999, NECON, S.A. 
transfirió el 100% de su paquete accionario a la 
firma Aguas del Noroeste que está controlada en 
partes iguales por la propia NECON, S.A. y por 
Latinaguas, S.A. Esta operación, que significó la 
integración de un nuevo socio, fue aprobada por 
el ente regulador. Cabe resaltar que la empresa 
Latinaguas controla otras dos concesionarias de 
servicios de agua y alcantarillado en Argentina: 
Aguas de Corrientes y Aguas de Rioja. 
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La regulación de los servicios. 
 
 
 
La regulación de los servicios de agua potable y 
saneamiento en la provincia de Salta se estructu-
ra sobre la base de las siguientes normas: Ley de 
Reforma Administrativa del Estado y Emergen-
cia Económica (Nº 6583 de 1990); el decreto 
que establece las condiciones generales para la 
prestación de los servicios públicos de agua po-
table y saneamiento (Decreto Nº 2837 de 1996); 
la ley de creación del Ente Regulador de los 
Servicios Públicos de Jurisdicción Provincial 
(ENRSEP) (Ley N 6835 de 1996); el Código de 
Aguas de la Provincia de Salta (Ley Nº 7017 de 
1998); y el Contrato de Concesión entre el Esta-
do Provincial y Aguas de Salta S.A. (1998). 
 

EL RÉGIMEN TARIFARIO 
 
El decreto No. 2837/96 establece como base pa-
ra la determinación de las tarifas los ingresos 
necesarios para la prestación de los servicios, el 
número de usuarios servidos y los planes de me-
joras y expansión. La regulación establece la 
tarifa eficiente sobre la base de los costes de 
unos servicios eficientes y traslada los incremen-
tos de eficiencia derivados de planes de inver-
sión a los beneficios para el prestador. El decreto 
mencionado y el contrato de concesión estable-
cen las siguientes provisiones para la determina-
ción de las tarifas del concesionario: 
 
• 

• 

• 

• 

• 

• 

• 

• 

• 

Las tarifas deben reflejar el costo económico 
de la prestación, generando los ingresos ne-
cesarios para hacer frente a todos los gastos 
asociados a una operación eficiente y pru-
dente de los sistemas. En particular, los in-
gresos deben cubrir todos los costos operati-
vos, impuestos y tasas, depreciaciones y una 
utilidad razonable.  

 
Las tarifas no deben basarse en los costos de 
operación reales, sino en los de una empresa 
ideal o modelo, adicionando los costos e in-
versiones de los planes de expansión apro-
bados, y deben ser iguales entre grupos de 
usuarios. 

Las tarifas deben contener incentivos que 
estimulen la eficiencia en la prestación de 
los servicios, y no pueden trasladar a los 
usuarios ineficiencias operativas, imprevi-
siones atribuibles al prestador, uso de tecno-
logía no adecuada o exceso de personal. 

 
El régimen de medición de los consumos es 
obligatorio, pudiendo admitirse con carácter 
provisional el de renta fija hasta superada la 
transición. 

 
La legislación rechaza los subsidios cruza-
dos y proclama el principio de tarifas iguales 
para servicios iguales. Sin embargo, los 
prestadores pueden aplicar descuentos sobre 
las tarifas máximas establecidas. 

 
Las revisiones de tarifas ordinarias tienen 
lugar previo al comienzo de cada quinquenio 
y deben ser aprobadas por el ente regulador 
en los plazos y para los períodos que se fijen 
en cada caso. 

 
Las tarifas no pueden ser incrementadas du-
rante los primeros diez años de vigencia de 
la concesión, salvo circunstancias excepcio-
nales debidamente autorizadas por el ente. 

 
La regulación permite revisiones extraordi-
narias debidas a variaciones significativas en 
los costos, por cambios sustanciales e im-
previstos en las condiciones de prestación de 
los servicios y en las normas de calidad y 
cuando se proceda a la implantación de un 
nuevo régimen de tarifas que permita lograr 
incrementos de eficiencia y mejor aplicación 
de los principios tarifarios.  

 
El contrato de concesión especifica asimis-
mo que podrán hacerse revisiones extraordi-
narias por variaciones en los costos de ex-
plotación superiores a un 5%.  

 
Si bien, los criterios y principios descritos pre-
cedentemente, han sido plasmados en la norma-

 8



tiva regulatoria que dio origen a la concesión, lo 
cierto es que el régimen que se aplica está muy 
lejos de los principios anteriormente enunciados. 
El sistema de tarifas es fundamentalmente el 
mismo que se implantó en 1959, tiene unas ca-
racterísticas más propias de un sistema de im-
puestos que de un sistema de precios que orienta 
y dirige las decisiones del consumidor. En efec-
to, la medición y el consumo efectivo de los 
usuarios no se tiene en cuenta para determinar 
los pagos de los usuarios. Además, el sistema 
implica numerosos subsidios cruzados tanto en-
tre consumidores pertenecientes a distintas áreas 
geográficas, como entre consumidores dedicados 
a distintas actividades económicas. 
 
Este sistema de precios parece haber fomentado 
despilfarro en el uso del agua y cuantiosas pér-
didas. De acuerdo con la información facilitada 
por el propio concesionario, la producción por 
persona y día es de 480 litros, mientras que el 
consumo estimado es de 264 litros por persona y 
día lo que supone unas pérdidas de entre 45 y 
50% de la producción.  
 
En cuanto a las conexiones domiciliarias, el con-
trato de concesión establece que el costo de las 
mismas está a cargo de los usuarios. Mediante 
una regulación específica5, el ente regulador ha 
establecido el costo regulado de las conexiones y 
la metodología de cálculo de los cargos a factu-
rar por este concepto. Así pues, el ente regulador 
ha definido las partidas que componen los costos 
de la conexión y ha requerido que el concesiona-
rio presente una relación de costos unitarios para 
su aprobación. Asimismo, la citada normativa 
permite al usuario el pago de la conexión en do-
ce mensualidades. 
 
LA REGULACIÓN DE LAS INVERSIONES 
 
El Pliego de Bases y Condiciones y otros docu-
mentos contractuales requerían que el programa 
de inversiones del proponente estuviera desagre-
gado en seis categorías: captación, tratamiento, 
transporte y distribución, redes colectoras, depu-
ración, y macromedición. La propuesta del con-
cesionario incluyó el plan de inversiones des-
agregando por categorías, por localidades y por 
años de ejecución de la inversión.  

                                                           
5 La Resolución ENRESP No. 151/2002 

El plan de obras e inversiones comprometido por 
el concesionario comprende todas las obras e 
inversiones necesarias para alcanzar los siguien-
tes objetivos en quince años. Primero, ampliar, 
mejorar y asegurar el suministro de agua a todos 
los usuarios potenciales, con la calidad, presión 
y continuidad exigidas en el Contrato de Conce-
sión. Segundo, ampliar, mejorar y asegurar la 
recolección de aguas servidas de todos los usua-
rios potenciales. Tercero, depurar y evacuar las 
aguas servidas de todos los usuarios potenciales 
según las exigencias medioambientales estable-
cidas. Como se ha dicho anteriormente, el plan 
de obras e inversiones se divide en dos partes, a 
saber: el plan de obras e inversiones con cargo a 
tarifas (POIT) y el financiable con cargo a los 
usuarios (POIF). Asimismo, las tarifas contrac-
tuales son suficientes para cubrir los costos co-
rrespondientes a la explotación de las instalacio-
nes y la amortización y retribución del capital de 
las inversiones correspondientes al POIT. Las 
obras e inversiones del POIF deben ser financia-
das en los primeros cinco años por el estado 
provincial y luego el ente regulador debe fijar la 
forma de financiar las mismas. 
 
Aunque el contrato de concesión no especifica 
objetivos anuales ni quinquenales de cobertura, 
el concesionario está obligado a realizar las in-
versiones que propuso en su oferta en los plazos 
allí indicados. Además, si las inversiones previs-
tas tuvieran un costo menor que el indicado en la 
oferta, el concesionario está obligado a invertir 
la cuantía total establecida en el sobre segundo 
en otras obras o inversiones que tengan la apro-
bación del ENRESP. En caso de que el ente re-
gulador no aprobara nuevas inversiones, la dife-
rencia entre el costo previsto del programa y el 
costo efectivo se debe pagar como multa al ente 
regulador. Este esquema podría constituir un 
incentivo a encarecer el costo de los planes de 
inversión. 
 
El decreto No. 2837/96 establece que el conce-
sionario debe elaborar cada cinco años planes de 
mejoras y expansión conteniendo los volúmenes 
de inversión previstos y los objetivos y metas a 
alcanzar. Dichos planes deben ser presentados al 
ente regulador para su aprobación y supervisión. 
El contrato de concesión ratifica esta obligación 
del concesionario y confirma que los planes de 
expansión una vez aprobados por el ente regula-
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dor son obligatorios para el prestador y su in-
cumplimiento es considerado falta grave. El 
concesionario está actualmente desarrollando los 
planes de inversión incluidos en su propuesta 
inicial, que si bien han sido modificados por el 
concedente, son muy similares en cuantía, pero 
no en estructura, a los planes inicialmente pre-
sentados. El Cuadro 1 indica las obligaciones de 
inversiones propuestas por el concesionario en la 
oferta, desagregadas por rubro. 
 

LA REGULACIÓN DE LA CALIDAD 
 
El decreto No. 2837/96 establece como principio 
general que la provisión de agua potable y sa-
neamiento constituye un servicio público que 
debe ser prestado en condiciones que aseguren 
su continuidad, calidad y eficiencia y que no 
provoque daños a la salud de la población, a los 
recursos hídricos y al medio ambiente. Con la 
finalidad de cumplir esta normativa, el prestador 
debe presentar un plan describiendo el modo de 

lograr tales objetivos. Si resultara imposible 
canzar inmediatamente los niveles de servic
definidos en el programa, el ente regulador pu
de excepcionalmente otorgar permisos, indica
do un plazo determinado para operar con nivel
de servicio de menores exigencias, siempre d
ntro de límites tolerables. 
 

Asimismo, el citado decreto define las directri-
ces para los niveles de servicio apropiados, 
haciendo referencia a la cobertura de los mis-
mos, la calidad y presión del agua, la continui-
dad e interrupciones del abastecimiento, los des-
bordes del alcantarillado, el tratamiento y cali-
dad de los efluentes, la atención de consultas y 
los reclamos de los usuarios. A su vez, el contra-
to de concesión establece que la calidad del agua 
potable debe responder a las normas de calidad 
para el agua de bebida de suministro público 
establecidas por el COFES6 y cualquier modifi-
catoria que se presentare al respecto. Asimismo, 
se indican las características microbiológicas y 
físico-químicas y las prescripciones sobre oli-
goelementos orgánicos a las que deberá ajustarse 
el producto entregado a los usuarios. 
 
En los casos en que las condiciones de calidad y 
vulnerabilidad de las fuentes, tratamiento de po-
tabilización, etc., impidan el cumplimiento de 
los parámetros físico-químicos establecidos, se 

Inversiones comprome
(en 

 
AÑO  

RUBRO POIT POI

Captación 3,52 0,1

Tratamiento 2,00 0,4

Transporte y distribución 2,23 0,6

Redes colectoras 1,81 2,2

Depuración 0,51 0,0

Macromedición 0,24 0,0

TOTALES 10,31 3,4
 

 

Cuadro 1 
tidas en el contrato de concesión. 
US $ millones). 

1 AÑO 2 

F POI POIT POIF POI 

2 3,64 6,31 0,55 6,86 

2 2,42 2,13 1,36 3,49 

5 2,88 4,68 0,73 5,41 

3 4,04 6,10 0,32 6,42 

0 0,51 2,38 1,06 3,44 

0 0,24 0,37 0,00 0,37 

3 13,74 21,97 4,02 25,99 
al-
io 
e-
n-
es 
e-

otorga al concesionario la posibilidad de solici-
tar fundadamente al ENRESP que autorice a 
proveer agua potable con las características fisi-
co-químicas y microbiológicas, de acuerdo a los 
valores especificados en el Código Alimentario 

10

                                                           
6 Consejo Federal de Entidades de Saneamiento. Se-
rie documento técnico N° 3 de 1996. 



Nacional o las guías de la Organización Mundial 
de la Salud7.  
 
El contrato de concesión establece que en casos 
singulares, donde no sea posible obtener rentabi-
lidad por la prestación de los servicios, la conce-
sionaria podrá proponer al ente regulador opcio-
nes alternativas para la provisión de los servi-
cios, pero en ningún caso dejar de atender dicho 
servicio. Con tal fin, el concesionario debe reali- 

                                                           
7 De acuerdo a lo establecido en el Volumen I: “Re-
comendaciones Año 1995” y modificatorias posterio-
res. 

zar un estudio y diagnóstico de cada una de las 
áreas o localidades dispersas, núcleos habitacio-
nales aislados y lugares donde la prestación po-
dría ser no rentable. Finalizado dicho estudio, el 
concesionario debe definir los mecanismos 
apropiados para que las citadas localidades dis-
pongan del servicio de agua corriente con la ca-
lidad y en la oportunidad que se acuerde con el 
ente regulador. 
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El ente regulador 
 
 

                                                          

 
NATURALEZA Y FUNCIONES  

DEL ENTE REGULADOR 
 
La regulación de los servicios está a cargo de un 
ente multisectorial de jurisdicción provincial, 
denominado Ente Regulador de los Servicios 
Públicos (ENRESP)8. El ENRESP es un orga-
nismo autónomo y descentralizado, con persona-
lidad jurídica propia, que se vincula con el poder 
ejecutivo provincial a través del Ministerio de la 
Producción y del Empleo. 
  
Compete al ENRESP disponer lo necesario para 
que los servicios se presten con los niveles de 
calidad exigibles, con protección del medio am-
biente y de los recursos naturales, conforme a 
los caracteres de regularidad, uniformidad, gene-
ralidad y obligatoriedad y con arreglo a las tari-
fas debidamente aprobadas. Asimismo, le co-
rresponde disponer la extensión de los servicios 
en los lugares donde estos no existan.  
 
El ENRESP debe proteger el interés de los usua-
rios y fijar tarifas justas y razonables orientadas 
al establecimiento y mantenimiento de equili-
brios entre las necesidades económico-
financieras de los servicios, la expansión y la 
conservación de los mismos con niveles de cali-
dad adecuados y el acceso de todos los usuarios 
a las prestaciones. El ENRESP es también res-
ponsable de controlar el cumplimiento del con-
trato de concesión y las normas vigentes y san-
cionar los incumplimientos. Por otra parte, se le 
otorga poder para que apruebe y supervise los 
planes periódicos de mejoras y expansión de los 
servicios. La rescisión del contrato y el rescate 
de los servicios deben ser resueltos por el poder 
ejecutivo provincial, con intervención previa del 
ente regulador.  
 
El ENRESP tiene facultades jurisdiccionales, lo 
cual significa que constituye una primera instan-
cia necesaria previo a que una persona pueda 

acudir a la justicia. Así pues, cualquier cuestión 
contenciosa que se suscite entre el concesionario 
y los usuarios o entre el concesionario y terceros 
interesados en relación directa con la prestación 
de los servicios públicos de agua y saneamiento, 
debe ser decidida en forma previa por el ente. 
Estas decisiones tomadas en ejercicio de tal po-
der jurisdiccional son apelables ante la Corte 
Suprema de Justicia de la provincia. Ahora bien, 
la Corte ha establecido que las apelaciones de-
ben realizarse ante las cámaras de lo contencioso 
administrativo, la civil y comercial y las cámaras 
han adoptado la decisión de sólo aceptar apela-
ciones con cuantías superiores a los US$ 500. 
Ello implica que no existe intervención judicial 
en la mayoría de las apelaciones. El control del 
ejercicio de la potestad sancionadora del ente, 
corresponde exclusivamente a la Corte Suprema 
de Justicia de la provincia. 

 
8 Creado por Decreto de Necesidad y Urgencia 55/95 
y convertido en Ley Provincial 6835. 

 
ORGANIZACIÓN 

 
El ENRESP es dirigido y administrado por un 
directorio formado por un presidente, un vice-
presidente y cuatro directores, designados por el 
poder ejecutivo, quienes duran seis años en el 
cargo, y se renuevan por mitades cada tres años. 
Su remuneración la fija el poder ejecutivo pro-
vincial. De igual manera que en los demás orga-
nismos públicos de la provincia, el sistema de 
control interno del ENRESP está basado en la 
Unidad de Sindicatura Interna (USI) que depen-
de funcionalmente de la Sindicatura General de 
la provincia por lo tanto, actúa en coordinación 
técnica con dicha Sindicatura. Desde un punto 
de vista jerárquico, la USI depende del directo-
rio del ente. 
 
El personal del ENRESP es de 43 personas, ex-
cluido el directorio, de los cuales 9 son gerentes 
o jefes de unidad, 14 profesionales (ingenieros, 
economistas, contadores, abogados y 17 asisten-
tes y auxiliares administrativos). La organiza-
ción interna se estructura en una secretaría gene-
ral y cuatro gerencias, a saber: técnica, jurídica, 
económica y administrativa. Asimismo, existe 
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una unidad de atención al usuario. Las principa-
les funciones asignadas a las gerencias son las 
siguientes: 
 
• Gerencia técnica: se encarga de la verifica-

ción y control de la prestación y calidad de 
los servicios, la verificación y control de la 
ejecución del POIT y del POIF, la aproba-
ción de autorizaciones o denegatorias de 
cambios en la prestación de los servicios, la 
intervención en la determinación y aplica-
ción de multas, y el control del impacto de la 
operación del concesionario en el medio 
ambiente.  

 
• Gerencia jurídica: ejerce el control jurídico 

de los contratos de concesión y licencias. 
Realiza análisis de los aspectos legales de la 
prestación de los servicios e interviene en la 
determinación y aplicación de sanciones. 
Además, ofrece asesoria jurídica permanente 
para cuestiones internas y externas del EN-
RESP. 

 
• Gerencia económica: realiza la verificación 

y control de los aspectos económico-
financieros de las concesiones y licencias. 
Es la unidad encargada de analizar y prepa-
rar las propuestas de resolución sobre temas 
vinculados a las tarifas y de la verificación y 
control de la aplicación de los subsidios a la 
indigencia. 

 
• Gerencia de administración: realiza las fun-

ciones necesarias para la administración in-
terna del ENRESP; presupuesto; sistemas; 
colaboración con la Gerencia económica en 
la revisión de los estados contables de los 
concesionarios. 

 
• Jefatura de usuarios: atención de reclamos 

(en segunda instancia); asesoramiento y ser-
vicios al usuario; mediación en los conflic-
tos entre los concesionarios y los usuarios. 

 
La ley 6835 le otorga al directorio del ENRESP 
la potestad de dictar los reglamentos necesarios 
para la organización interna del ente, estando a 
su cargo la designación y remoción de funciona-

rios y empleados, fijándoles sus funciones, con-
diciones de empleo y remuneración.  
 
Hasta el presente, no han existido actividades 
importantes de capacitación del personal, pu-
diendo destacarse la participación a nivel direc-
tivo en algunos eventos y viajes internacionales 
y la de algunos profesionales en un curso de re-
gulación económica dictado por la Universidad 
Argentina de la Empresa.  
 
El ente no cuenta con laboratorio propio, ya que 
el que pertenecía a AGAS fue transferido a la 
Secretaria Provincial de Medio Ambiente, a 
quien el ente ha contratado para la realización de 
los análisis de calidad del agua. 
 
El ente tiene una delegación con oficina propia 
en la ciudad de Orán, que básicamente se ocupa 
de cuestiones relacionadas con reclamos de los 
usuarios en la zona norte. Asimismo, ha celebra-
do convenios con tres municipios, a los efectos 
que personal designado por los mismos se en-
cargue de atender a los usuarios. Para ello, el 
ENRESP ha desarrollado actividades de capaci-
tación a dicho personal municipal. 
 

FINANCIACIÓN Y PRESUPUESTO 
 
La normativa vigente establece que las entidades 
prestadoras de servicios públicos deben pagar al 
ENRESP anualmente y por adelantado, una su-
ma de dinero proporcional a las facturaciones 
reales o presuntas correspondiente al año ante-
rior al del pago. Dicha suma es fijada por el ente 
al confeccionar su proyecto de presupuesto. En 
la actualidad, el ente se financia mediante el co-
bro de una tasa de fiscalización y control del 2% 
sobre la facturación de los servicios de energía y 
de agua potable y saneamiento. Asimismo, las 
multas por incumplimientos forman parte del 
presupuesto del ENRESP. 
 
El presupuesto del ENRESP está separado del 
presupuesto provincial. Para el año 2002, el pre-
supuesto aprobado fue de  2,5 millones de dóla-
res, basado en las proyecciones de facturación 
para el año de ambas empresas reguladas. La 
partida de personal representa el 70% del presu-
puesto. En general, los salarios del personal del 
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ente son ligeramente superiores a los de la ad-
ministración pública provincial. 
 
En el año 2002, en razón de la crisis económica 
que atravesó el país, el Ministerio de Economía 
de la provincia, como medida excepcional, ha 
instruido al ENRESP para que solicite autoriza-
ción para cualquier erogación diferente a los 
gastos de personal. Si bien, el ente ha cumplido 
esta disposición, se ha opuesto a la remisión de 
los excedentes presupuestarios a rentas generales 
de la provincia, esgrimiendo que ello se opone a 
la ley. 
 
La Ley 6835 establece que el ente regula su ges-
tión financiera,  patrimonial  y  contable, estando  

sujeto al control del Tribunal de Cuentas de la 
Provincia de Salta y demás organismos previstos 
en el ordenamiento local. 
 

SOBRE EL PERFIL DEL  
ENTE REGULADOR 

 
En el siguiente cuadro se describen algunos ele-
mentos que constituyen el perfil actual del EN-
RESP, debiendo señalarse que se consideran 
positivos los factores que contribuyen a alcanzar 
la situación óptima del elemento considerado y 
factores negativos a los que operan en sentido 
contrario. 

 
 

Cuadro 2 
Las características del ENRESP 

 
ATRIBUTO POSITIVO NEGATIVO 

Independencia Composición; esquema directivo; financia-
miento; conformación original del Directorio 
con profesionales con experiencia en la ma-
teria técnica y regulatoria; oposición al envío 
de los excedentes presupuestarios a rentas 
generales de la provincia. 

Falta de estabilidad de los directores y perso-
nal; dificultades para generar información pro-
pia; bajos niveles de capacitación. 

Objetividad Principio del debido proceso; decisiones 
basadas en el marco legal. 

Conflictos entre diferentes normas; falta de 
información confiable. 

Transparencia Publicidad de la información; utilización del 
mecanismo de audiencias públicas. 

Escasa participación de los usuarios. 

Eficiencia La regulación multisectorial permite ganar 
en optimización del uso de recursos huma-
nos. 

Procesos regulatorios lentos. 
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Los subsidios al consumo 
 
 
 

LOS SUBSIDIOS EN EL 
CONTRATO DE CONCESIÓN 

 
El contrato de concesión establece que los usua-
rios que están en una situación de indigencia no 
están obligados al pago de las facturas por los 
servicios que reciben y que la provincia se su-
broga en la obligación de pagar estas facturas. 
Así pues, el contrato señala que el estado pro-
vincial pagará al concesionario la cuantía de los 
servicios facturados y no pagados atribuibles a 
usuarios en situación de indigencia. Para ello, el 
concesionario debe hacer las estimaciones co-
rrespondientes, que requieren la aprobación del 
ENRESP.  
 
El propio contrato de concesión prevé que el 
ENRESP puede exonerar a la provincia de la 
obligación de pago de estas cuantías a cambio de 
la reducción de las obligaciones de inversión del 
concesionario. Sin embargo, el contrato no in-
cluye una metodología para estimar la morosi-
dad atribuible a las situaciones de indigencia. A 
fin de desarrollar una metodología para la selec-
ción de los beneficiarios de los subsidios, en el 
ámbito del ENRESP se formó una comisión es-
pecífica. 
 

LA APLICACIÓN DE LOS SUBSIDIOS 
 
La selección de beneficiarios parte de una solici-
tud del usuario interesado ante SPASSA para ser 
calificado como indigente. La solicitud debe 
incluir una declaración del propio usuario acerca 
de determinados parámetros indicativos del nivel 
de pobreza, a saber: ingreso por cada uno de los 
componentes del grupo familiar, tipo de vivien-
da, número de personas que comparten una habi-
tación (hacinamiento), ubicación geográfica de 
la vivienda y cantidad de habitantes escolariza-
dos. El solicitante también debe presentar los 
siguientes documentos: factura de agua, factura 
de energía eléctrica, documentos de identidad de 
los integrantes del grupo familiar y algún com-
probante o documento que garantice la titulari-

dad de la propiedad. Las solicitudes deben ser 
renovadas cada seis meses. 
 
Estos parámetros permiten asignar a cada solici-
tante el llamado número ENRESP mediante la 
aplicación de una formula9. Este número puede 
variar entre 0 y 136 puntos, correspondiendo el 
primero a un ingreso per cápita de 120 dólares o 
más, casa o departamento, donde viven hasta 
tres personas por habitación, zona no crítica y 
sin escolares. En el otro extremo, el puntaje 136 
corresponde a una familia con ingreso per cápita 
entre $ 0 y $ 20, que vive en un rancho de una 
habitación, con más de cuatro personas, en zona 
crítica y con tres ó más escolares. La relación 
entre el número ENRESP y el porcentaje de sub-
sidio ha variado a lo largo de los años de la con-
cesión (ver cuadros 3 y 4). 
 
El mecanismo incluye también algunas provi-
siones para evitar errores de inclusión. Por 
ejemplo, las familias con viviendas de tamaño 
superior a 300 m2 de superficie, con facturación 
por servicios sanitarios superior a los $ 20 y 
consumos eléctricos mayores a 20 Kw por habi-
tante sólo podrán ser elegibles por la vía de ex-
cepción. La existencia de actividades comercia-
les, la tenencia de vehículo, o disponer de televi-
sión por cable, inhabilitan para postular al subsi-
dio. 
 
Mensualmente, la empresa remite al ente un cer-
tificado de liquidación por la sumatoria de los 
subsidios facturados en el mes, para que se auto-
rice el pago de los mismos por parte del estado a 
la empresa. Hasta el año 2001, los pagos de los 
subsidios por parte del estado, en general, se han 
realizado en tiempo y forma. En el año 2002, 
producto de la crisis económica, se han registra-
do retrasos. 
                                                           
9 No. ENRESP = K. 0,8 + L. 0,2 + M 0,2 + N. 0,1 + 
E. 0,2, donde: K es un valor asociado inversamente al 
ingreso per cápita; L: valor asociado al tipo de vi-
vienda; M: valor asociado al número de personas por 
habitación; N: valor asociado a la zona; E: valor aso-
ciado a la escolaridad. 
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Cuadro 3 

Porcentaje de Subsidio en 1999 
 
No. ENRESP (< 60) (60-65) (66-75) (76-80) (> 80) 

Subsidio (%) 0 30 80 90 100 
 
 

Cuadro 4 
Porcentaje de Subsidio en 2002 

 
No. ENRESP (< 55) (56-75) (76-95) (96-115) (> 115) 

Subsidio (%) 0 20 40 60 80 
 
 
 

LA EVOLUCIÓN DE LOS SUBSIDIOS 
 
La evolución de los subsidios para una muestra 
de meses desde el comienzo de la concesión se 
recoge en el Cuadro 5. En diciembre de 2001, el 
número de usuarios subsidiados alcanzó a 
36.169, lo que representó un 19% del total de 
usuarios de la empresa y un 11% de la factura-
ción. En promedio, el monto de los subsidios 
otorgados durante los primeros cuatro años de la 
concesión, ha representado el 11% de la factura-

ción de la empresa. Cabe señalar que a pesar del 
incremento de la pobreza e indigencia en la pro-
vincia en los años 2001 y 2002, el volumen de 
los subsidios otorgados se redujo mucho en este 
último año. Aunque el descenso en el volumen 
de facturación subsidiada se puede explicar por 
la variación de las tablas de aplicación del sub-
sidio, la disminución del número de usuarios 
subsidiados no puede explicarse por dicha varia-
ción.

 
 

Cuadro 5 
Evolución de los subsidios 

 
CLIENTES RESIDENCIALES FACTURACIÓN RESIDENCIAL 

PERÍODO 
 
 

Subsidiados Total usuarios
(Número) 

 

% 
 
 

De usuarios 
subsidiadosUS$ 

 

Del total de 
usuarios 

US$ 

% 
 
 

SUBSIDIO 
POR 

USUARIO 
US$ 

Julio 1998 31.164 189.790 16 206.659 2.241.738 9 6,63 
Diciembre 1998 31.164 171.985 18 209.962 1.912.426 11 6,74 
Julio 1999 31.164 168.839 18 217.264 1.747.678 12 6,97 
Diciembre 1999 31.164 172.827 18 221.429 1.772.949 12 7,11 
Julio 2000 30.951 177.543 17 231.853 1.819.712 13 7,49 
Diciembre 2000 27.969 183.613 15 199.557 1.877.187 11 7,13 
Julio 2001 31.598 190.179 17 188.354 1.954.429 10 5,96 
Diciembre 2001 36.169 193.192 19 216.670 1.979.585 11 5,99 
Julio 2002 24.846 195.572 13 177.339 2.927.993 6 7,14 
PROMEDIO 
Julio 1998 a Julio 2002 30.886 179.879 17% 208.941 1.949.993 11% 6,78 
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LA VALORACIÓN DE LOS SUBSIDIOS 

 
En el marco del presente estudio se llevaron a 
cabo encuestas a la población de la ciudad de 
Salta, a los efectos de conocer la opinión sobre 
distintos aspectos de los servicios; entre ellos la 
cuestión de los subsidios. La siguiente informa-
ción sobre la opinión de los encuestados resulta 
significativa. Primero, casi el 40% de los entre-
vistados desconoce la existencia del sistema de 
subsidios. Segundo, sólo el 21% de los encues-
tados sabe que es el estado quien paga los subsi-
dios. Tercero, sólo un 37% considera que existe 
justicia en el otorgamiento del subsidio. Cuarto, 
el 19% de los encuestados receptores del subsi-
dio desconoce el sistema de subsidio. 
 
Con los datos aportados por las encuestas reali-
zadas, se ha hecho un cálculo de los errores de 
inclusión y exclusión en la aplicación de los 
subsidios. Aunque la representatividad de las 
encuestas para realizar este tipo de análisis es 
limitada, conviene resaltar los siguientes indica-
dores. Con respecto a los errores de inclusión, la 
comparación entre los subsidios teóricos que 
corresponderían a cada encuestado según los 
datos de la encuesta y el subsidio real que perci-
ben, indica que al 87% de los efectivamente sub-
sidiados no les correspondería teóricamente el 
subsidio. Este dato parece confirmarse al com-
probar que según los datos de encuestas, el 83% 
de aquellos que recibieron el subsidio tuvieron 

unos ingresos per cápita superiores a los US$ 
120 al mes. Ello levaría a concluir que los erro-
res de inclusión son relativamente altos. Sin em-
bargo, los resultados de las encuestas demues-
tran que si se tomara en cuenta únicamente la 
variable zona, se obtendría un error de inclusión 
sensiblemente menor (27%). Este resultado está 
en línea con las conclusiones a las que llegan 
Foster, Gómez Lobo y Halpern (2000) en un 
estudio sobre el esquema de subsidios en Pana-
má, en cuanto a que los criterios de elegibilidad 
basados en la ubicación geográfica reducen el 
error de inclusión (aunque elevan el error de ex-
clusión).  
 
En cuanto a los errores de exclusión, los mismos 
resultan inferiores al 4%. Como señalan Foster, 
Gómez Lobo y Halpern (2000), los errores más 
serios “son los errores de exclusión” y “un es-
quema de subsidios con elevados errores de ex-
clusión falla en sus propios objetivos”. 
 
En consecuencia, parecería recomendable revi-
sar el criterio de elegibilidad, de manera de re-
ducir los errores de inclusión, máxime teniendo 
en cuenta las dificultades presupuestarias de la 
provincia. La asignación del mayor peso a la 
variable ingreso (declarado) constituye una fuen-
te de error que puede afectar los porcentajes de 
descuento asignados, Por lo tanto, una reducción 
del peso asignado a esta variable sería una op-
ción a considerar. 
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Los municipios y los usuarios 
 
 
 
Las relaciones institucionales formales de la 
concesión se estructuran en torno a tres actores 
principales: el concedente, el ente regulador y el 
concesionario. No existen previsiones en el mar-
co regulatorio o en el contrato de concesión para 
la participación de los municipios. En conse-
cuencia, no hubo, desde el comienzo, un acuerdo 
de partes entre la provincia, el concesionario, los 
municipios y las comunidades locales, en cuanto 
a la manera de atacar la problemática de los ser-
vicios en los barrios marginales y otras cuestio-
nes de interés local.  
 

CONVENIOS PARA LA EXPANSIÓN  
DE LOS SERVICIOS 

 
Uno de los mecanismos de interrelación entre 
los municipios y el concesionario que se ha des-
arrollado de una manera muy amplia es el de los 
convenios de mutua colaboración celebrados por 
SPASSA con municipios y con organizaciones 
de usuarios. SPASSA brinda la asistencia técni-
ca necesaria, que incluye: proyecto, presupuesto 
de la obra, inspección, aprobación y elaboración 
de la documentación de la obra. La obra física se 
desarrolla según un esquema variable de aportes, 
que se acuerda en cada caso. En general, los es-
quemas que se han adoptado prevén que SPAS-
SA aporte materiales y mano de obra calificada 
y que los usuarios y municipios aporten mano de 
obra simple, materiales, equipamientos, tareas 
de excavación, etc. Dado el compromiso con-
tractual de SPASSA de alcanzar la cobertura 
total de los servicios en los primeros quince anos 
de la concesión, los aportes de los municipios o 
de terceros se configuran como préstamos a 
SPASSA por tanto se establecen mecanismos de 
devolución del préstamo implícito en los aportes 
de terceros. Las formas más usuales de devolu-
ción son las siguientes: exención del pago del 
servicio hasta cubrir el valor de la inversión, 
cancelación de deudas anteriores del tercero, 
ejecución de obras complementarias, por ejem-
plo conexiones domiciliarias, que no están in-
cluidas en el contrato de concesión como obliga-
ciones del concesionario, subsidios específicos 

para el servicio y también devolución en efecti-
vo al municipio cuando el crédito a favor es im-
portante10. 
 
El concesionario ha realizado convenios con 
asociaciones de usuarios sin la participación del 
municipio, pero estos convenios han presentado 
dificultades debido a la interferencia de grupos 
políticos y a la insolvencia de algunas empresas 
contratistas seleccionadas por los usuarios. En la 
actualidad, el concesionario requiere que los 
usuarios soliciten el servicio (o la expansión) a 
través del municipio, y que sea este el interlocu-
tor directo con la empresa.  
 
No obstante, algunas experiencias con usuarios 
han tenido éxito, en particular en aquellos casos 
en que los convenios se hicieron para aumentar 
las conexiones a un número pequeño de usua-
rios11. En este tipo de convenios, se solicita un 
listado de las personas que contribuirán a sufra-
gar el costo de la expansión, quienes deben no-
minar a un representante para la firma del con-
venio. Una de las modalidades usualmente im-
plementadas consiste en que, como mínimo el 
60% de los vecinos de un barrio o zona acepte 
sufragar el costo; caso contrario, se presentan 
problemas por falta de compromiso para aportar 
los fondos necesarios. Al término de la obra, se 
hace la devolución de las aportaciones mediante 
el descuento de la tarifa por el tiempo necesario 
para cubrir la inversión realizada. A los usuarios 
que no han aportado, se les otorga el servicio, 
pero no se les hacen devoluciones o descuentos. 
 
Entre junio de 1999 y julio de 2002, se han rea-
lizado alrededor de 120 convenios, de los cuales 
dos terceras partes han sido para realizar obras 
                                                           
10 Como en el caso de Metán Viejo, Cachi, y San 
Antonio de los Cobres. 
11 La mayoría de los convenios exitosos con usuarios 
benefician en promedio a alrededor de 100 personas. 
Sin embargo, cabe destacar casos en Salta, uno de 
ellos con 626 habitantes beneficiados (alcantarillado) 
y en General Güemes, con 2.163 habitantes benefi-
ciados (agua). 

 18



de suministro de agua potable y el resto, para 
obras de alcantarillado. Los convenios formali-
zados con municipios representan el 85% del 
total; los convenios con usuarios alcanzan un 
24%, y solamente se realizó un convenio con 
una ONG.  
 

OTROS ACUERDOS CON  
LOS MUNICIPIOS 

 
Además de los convenios para la expansión de 
los servicios, el concesionario y los municipios 
han desarrollado otras líneas de colaboración, 
que se describen a continuación. En primer lu-
gar, el concesionario discute y analiza el plan de 
obras de la empresa con cada municipio. En este 
sentido, debe tenerse presente que las obligacio-
nes del concesionario no están definidas por 
municipios por lo que el concesionario tiene 
flexibilidad para formular un programa de inver-
siones desagregado por municipios. Así pues, el 
municipio plantea sus prioridades de expansión 
a la empresa y se buscan mecanismos para aten-
der a las mismas dentro de la capacidad, priori-
dades y obligaciones del concesionario. En esta 
discusión, se incluyen los programas de ordena-
miento urbano, lo que facilita el desarrollo ar-
mónico de los servicios de agua potable y sa-
neamiento. 

Otro tipo de acuerdo se refiere a la comunica-
ción al municipio sobre problemas de calidad del 
servicio, incluyendo un plan de actuación para 
los usuarios y las autoridades municipales en 
tales casos. Existen también acuerdos para que 
los municipios realicen gestiones de cobro de 
facturas de agua. Por ejemplo, SPASSA ha con-
tratado al municipio de San Antonio de los Co-
bres para que se encargue del cobro de facturas, 
a cambio de un pago mensual por parte de la 
empresa. En este caso, la empresa ha equipado 
una oficina del municipio y ha capacitado a un 
funcionario municipal en diferentes cuestiones 
de índole comercial. La empresa tiene, además, 
acuerdos simples de cobranza con otros 19 mu-
nicipios. 
 
Los municipios también celebran convenios con 
el ente regulador para el establecimiento de ofi-
cinas locales para atención de reclamos. Si bien 
existen diferentes modalidades de convenios, en 
general el municipio aporta el espacio físico 
(dentro de la Municipalidad) y una persona que 
atiende los reclamos. El ente cubre los costos de 
funcionamiento. Hasta el presente se han firma-
do tres convenios de este tipo. 
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La evolución de los servicios desde el inicio de concesión 
 
 

                                                          

 
LAS MODIFICACIONES  

CONTRACTUALES 
 
El análisis de la evolución de las metas de cali-
dad e inversiones en relación con los compromi-
sos contractuales del concesionario no es posible 
realizarlo debido a las sucesivas modificaciones 
experimentadas por dichos compromisos, lo cual 
dificulta la identificación precisa de las obliga-
ciones del concesionario en los diferentes pla-
zos. A continuación, se describen las principales 
modificaciones contractuales realizadas desde el 
inicio de la concesión. 
 
Durante el primer año del contrato no se logró 
conformar formalmente la sociedad anónima 
concesionaria, lo cual motivó que el ENRESP 
modificara las obligaciones y derechos que el 
concesionario tenía a partir de los doce meses de 
iniciada la concesión, es decir a partir del 1° de 
julio de 1999. Tales obligaciones se postergaron 
por un año, es decir hasta el 30 de junio de 2000. 
Ello se formalizó mediante la Resolución EN-
RESP 168/99 (diciembre de 1999) que trasladó 
el aumento de tarifas del 20% previsto en el con-
trato de concesión para julio de 1999 a julio de 
2000 y modificó sensiblemente la estructura del 
plan de inversiones. Así, mientras el contrato 
original incluía casi US$ 11 millones para reco-
lección y tratamiento de aguas servidas, la modi-
ficación de 1999 las redujo a US$ 1 millón. El 
nuevo programa incluía, en cambio, micromedi-
ción y redes de transporte y distribución de agua. 
 
Sin embargo, en junio de 2000, el ENRESP san-
cionó la Resolución No. 44, mediante la cual 
suspendió los términos y plazos de la concesión, 
en principio, por 180 días previstos para que una 
Comisión de Trabajo se expidiera12. El ENRESP 
justificó esta decisión en la necesidad de buscar 
una solución al rechazo de los usuarios a sopor-
tar el costo de la instalación del medidor y a las 

dificultades para implementar el incremento de 
tarifas previsto en el contrato de concesión, dada 
la difícil situación económica. Las cuestiones 
prioritarias del trabajo de la Comisión eran las 
siguientes: postergar el aumento de tarifas pre-
visto para julio 2000, evitar cargar a los usuarios 
los costos de instalación de los medidores (como 
estaba previsto en el contrato de concesión), fa-
cilitar el acceso a los servicios de los sectores de 
población de bajos ingresos, evaluar los impac-
tos económicos y financieros de las modifica-
ciones contractuales y reprogramar el plan de 
inversiones del concesionario. La suspensión 
temporal de las obligaciones del contrato que 
hizo el ENRESP fue posteriormente confirmada 
por el poder ejecutivo (mediante el Decreto No. 
3545/00). La Comisión de Trabajo ha estado 
funcionando desde entonces sin que formalmen-
te se haya modificado el contrato de concesión, 
mientras que los plazos para aplicar el aumento 
de tarifas y las metas del contrato continuaron 
suspendidos hasta junio de 2002. 

                                                           
12 La Comisión está integrada por dos profesionales 
del ENRESP y dos de SPASSA y su fin sería elabo-
rar una propuesta sobre modificaciones al contrato de 
concesión. 

 
La suspensión de los plazos contractuales y la 
postergación de la aplicación del aumento fi-
nalmente fue parcialmente resuelta mediante el 
Decreto No. 1334/02, que dejó sin efecto el De-
creto No. 3545/00 y las resoluciones conexas del 
ente regulador y dispuso la vigencia del contrato 
de concesión originalmente aprobado. El Decre-
to 1334/02 aprobó el incremento de tarifas. Sin 
embargo, la cuestión de los plazos del contrato 
en relación a las metas e inversiones es una tarea 
pendiente. En noviembre de 2002 se firmó un 
acta entre el Ministerio de la Producción (en re-
presentación del concedente) y la empresa, por 
el que se acordó una metodología para avanzar 
en la renegociación contractual resultante de los 
procesos iniciados con la sanción de la Ley Na-
cional No. 25.561 de Emergencia Económica, a 
la cual la provincia de Salta se ha adherido13. 

 
13 El acta prevé, entre otros puntos, la suspensión de 
las obligaciones de inversión, tanto del POIT, como 
del POIF hasta completar el proceso de renegocia-
ción. También prevé durante ese lapso la no aplica-
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CALIDAD 
 
Las principales mejoras logradas por el conce-
sionario en relación con la calidad del servicio 
son las siguientes14: 
 
• 

• 

• 

• 

• 

• 

                                                                                      

Mejora de los parámetros de calidad en los 
aspectos físicos, químicos y bacteriológicos, 
alcanzando niveles de cumplimiento del 
99% de las muestras en comparación con 
niveles del 75% al comienzo de la conce-
sión.  

 
Reducción significativa de la restricción his-
tórica del servicio de agua potable en Salta 
Capital, de 200.000 a 56.000 habitantes 
afectados. 

 
Disminución de los cortes de servicio en 
toda la concesión, del 32% al 8% de usua-
rios afectados en la actualidad. 

 
Incremento del volumen de producción total, 
de 130 a 165 millones de m3 anuales. 

 
Puesta en marcha de los sistemas para aten-
ción y solución de reclamos. Implantación 
de un sistema de asistencia telefónica con 
capacidad para atender 300 reclamos por ho-
ra en forma gratuita para los usuarios. 

 
Implantación de modernos sistemas de fac-
turación y un sistema de información geo-
gráfica (GIS).  

 

• 

ción de multas y la no incorporación de nuevas loca-
lidades. 
14 Según datos suministrados por el concesionario. 

Mejora ostensible de la gestión de cobro, 
merced a un convenio celebrado con la em-
presa de energía para la unificación de las 
facturas de agua y energía y el envío de las 
mismas por parte de esta última, que históri-
camente ha tenido índices de cobranza muy 
superiores a los del agua. 

 
COBERTURA 

 
Debe tenerse presente que si bien, el contrato 
otorga la concesión de los servicios en todas las 
localidades de la Provincia, al inicio, sólo se 
transfirieron las 43 localidades en las cuales 
prestaba servicios la empresa AGAS. Desde en-
tonces, se han ido incorporando nuevas localida-
des de manera paulatina, hasta llegar a 92 en la 
actualidad, que pertenecen a 56 municipios. Tal 
como se ha señalado en el capítulo 3, las incor-
poraciones en general han surgido como resulta-
do de procesos de negociación entre los munici-
pios y la empresa, con ciertas intervenciones del 
ente regulador. Existen 13 municipios, con una 
población total de 43.000 habitantes, en los cua-
les la empresa no presta servicios en ninguna 
localidad. 
 
El Cuadro 6 presenta la evolución de las cober-
turas de agua potable y alcantarillado entre el 
comienzo de la concesión y julio de 2002. Dicho 
cuadro pone de manifiesto un incremento signi-
ficativo de la cobertura de agua potable (19%), 
mientras que para el servicio de alcantarillado no 
se ha incrementado la cobertura, ampliando sólo 

un número de conexiones en magnitud equiva-
lente al crecimiento vegetativo. Ello guarda una 
estrecha relación con la magnitud de las inver-

Cuadro 6 
Coberturas de los servicios de SPASSA 

 
JULIO 1998 JULIO 2002  

Población Cuentas Cobertura 
% 

Población Cuentas 
 

Cobertura 
% 

Agua Potable  692.462 173.660 76 1.013.250 241.250 95 

Alcantarillado 626.737 149.223 68 695.071 165.493 68 

Fuente: SPASSA 
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siones ejecutadas en cada uno de los sistemas. 
En efecto, las inversiones en transporte y 
distribución de agua potable han sido de unos 
US$ 6,7 millones (durante el período), mientras 
que las correspondientes a redes de recolección 
de aguas servidas han sido sólo de US$ 2 millo-

es.  n 
 
En cuanto a la distribución regional de las inver-
siones, en el Cuadro 7 se comparan las inversio-
nes aprobadas por el ente regulador en agua po-
table15 y las inversiones ejecutadas16. Como 
puede observarse, en la capital se han ejecutado 
mayores inversiones que las comprometidas, en 
detrimento de las inversiones en el interior. El 
régimen tarifario promueve mayores inversiones 
en la capital, puesto que las tarifas en ésta son, 
en general, más altas que las del interior. Asi-
mismo, la cobrabilidad también es superior en la 
capital. 

                                                           
15 Se analiza sólo el rubro agua potable, ya que la 
Resolución 168/99 no permite conocer la desagrega
ción regional para las inversiones en alcantarillado. 
16 Los períodos son diferentes en razón de los corri-
mientos generados por las sucesivas modificaciones
de los plazos, con los consiguientes corrimientos de
las fechas de medición. 

EVOLUCIÓN DE LAS TARIFAS 
 
El contrato de concesión fijó un incremento del 
20% de la tarifa de los usuarios no medidos a 
partir del mes trece de la entrada en vigor de la 
concesión. Sin embargo, debido a las sucesivas 
modificaciones del contrato, la aplicación de 
este incremento recién tuvo lugar en el mes de 
mayo de 2002. El aumento del 20% no se ha 
aplicado aún a los usuarios no medidos que po-
seen un único servicio de agua o alcantarillado o 
a los que se les aplica la tarifa mínima. Ello ha 
obedecido a un conflicto entre el ente regulador 
y la empresa acerca de la interpretación contrac-
tual del alcance del ajuste. El resultado es que el 
aumento promedio real ha sido del 14%. 
 
En el Cuadro 8 puede observarse la evolución de 
la facturación mensual por cuenta desde el co-
mienzo de la concesión, el número de clientes, y  

Inversiones en agua p
Julio 1999/Ju

CA 
Previsto 07/00

Captación 3,79 
Tratamiento 0,30 
Transporte y distribución 1,60 
TOTALES 5,69 

Fact

 FACTURACIÓN MENSUA
 (US$ millones) 

Junio 1998 2,64 
Junio 1999 3,04 
Junio 2000 3,02 
Junio 2001 3,39 
Junio 2002 3,90 

 

Cuadro 7 
otable para la capital y el interior 
lio 2001 (US$ millones) 

 
PITAL INTERIOR 

 Ejecutado 12/01 Previsto 07/00 Ejecutado 12/01 
3,82 2,07 0,89 
0,42 2,00 1,72 
4,71 8,50 1,98 
8,95 12,57 4,59 
-

 
 

u

Cuadro 8 
ración mensual 

L NÚMERO DE 
CUENTAS 

FACTURACIÓN POR 
CUENTA (US$) 

171.405 15,42 
206.486 14,74 
220.862 13,70 
235.576 14,21 
240.148 16,28 
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la tarifa promedio, resultante de la combinación 
de las otras dos variables. Como puede verse, 
hasta antes de junio de 2002 la tendencia ha sido 
decreciente, producto de la incorporación de 
nuevos usuarios a los que le aplicaba una tarifa 
menor que la tarifa aplicable a los usuarios exis-
tentes. En mayo de 2002, se produce un 
incremento de la tarifa promedio como resultado 
del aumento de tarifas anteriormente menciona-

o.  d 
 

LAS LOCALIDADES NO RENTABLES 
 
Tal como se señaló en secciones anteriores, el 
contrato de concesión otorga un tratamiento es-
pecial a las localidades denominadas “no renta-
bles”. En estas localidades, el concesionario tie-
ne la posibilidad de suministrar agua corriente 
en lugar de agua potable y se le permite que los 
costos asociados a los servicios en estas locali-
dades formen parte del plan de inversiones con 
cargo a la tarifa (POIT). Sin embargo, el trata-
miento especial para las comunidades no renta-
bles previsto en el contrato no se ha aplicado 
debido a que la interpretación de estas provisio-
nes ha generado controversias entre el ente regu-
lador y el concesionario. 
 
En 1999, la empresa presentó estudios sobre las 
localidades no rentables. El ente regulador los 
observó, dado que no compartía los criterios del 
concesionario para establecer la falta de rentabi-
lidad de las localidades. La Comisión de Trabajo 
creada en 1999 estableció nuevos criterios en 
relación con las localidades no rentables. De esta 
manera, la empresa presentó estudios sobre las 
localidades no rentables, incluyendo las proyec-
ciones de costos operativos, mejoras urgentes, 

inversiones e ingresos requeridos. Sin embargo, 
los estudios no contenían opciones tecnológicas 
de bajo costo, ni criterios sobre niveles de servi-
cios diferenciados, por lo que la propuesta de la 
empresa no fue aceptada. En la actualidad, el 
ENRESP está preparando una normativa para 
hacer operativas las cláusulas del contrato refe-
rentes a localidades no rentables.  
 

SANCIONES 
 
Entre 1998 y 2001, el concesionario no ha reci-
bido sanciones importantes por cuestiones rela-
cionadas con el plan de inversiones o la calidad 
de los servicios. Durante el año 2002, las san-
ciones han sido en promedio, de dos multas por 
mes, por temas relativos a reclamos de usuarios 
originados en problemas del servicio o factura-
ción. Es decir, que hasta el presente, no han sido 
sancionados aspectos vinculados al plan de in-
versiones o a cuestiones estructurales de los ser-
vicios. Cada sanción es de aproximadamente  
10.000 pesos la mitad por el incumplimiento del 
caso, y la otra mitad, por reticencia del conce-
sionario a suministrar la información requerida 
por el ente regulador.  
 

LA PERCEPCIÓN DE LA CONCESIÓN 
POR PARTE DE 

LOS ACTORES INVOLUCRADOS 
 
El desempeño del concesionario es percibido de 
manera positiva por los usuarios y las autorida-
des provinciales y municipales. El cuadro 9 ex-
pone los resultados de las encuestas realizadas, 
que revelan niveles aceptables de satisfacción de 
los usuarios con el servicio de agua.  

Cuadro 9 
Valoración del servicio 

 
VALORACIÓN PORCENTAJES DE RESPUESTAS 

Positiva 59,14 

Regular 22,84 

Negativa 16,75 

No sabe/ No contesta  1,27 
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Lecciones  
 
 
 
La cobertura universal de los servicios de agua 
potable ha sido un objetivo prioritario de la re-
forma sectorial y condicionó el diseño y el desa-
rrollo del contrato de concesión de la provincia 
de Salta. El gobierno y el ente regulador han 
sido consecuentes con este principio y llevaron a 
cabo las siguientes acciones para facilitar la co-
bertura universal del servicio de agua potable. 
Por un lado, el ente regulador facilitó mediante 
la normativa correspondiente que los esfuerzos 
de inversión se concentraran en la expansión de 
agua potable, lo que permitió incrementar la co-
bertura de este servicio de 76% (1998) a 95% 
(2002). Por otro lado, el estado provincial reali-
zó obras de expansión de los servicios con cargo 
a su propio presupuesto. 
 
La flexibilidad implícita en el contrato de conce-
sión ha facilitado el desarrollo de la Concesión. 
Dicha flexibilidad es compatible con el objetivo 
de la cobertura universal y se pone de manifiesto 
mediante las siguientes previsiones contractua-
les: a) introducción del concepto de “localidades 
no rentables”, que reciben un tratamiento espe-
cial, ya que el Contrato de Concesión reconoce 
la necesidad de solucionar el problema de la fal-
ta de rentabilidad en las mismas y permite asig-
nar los costos asociados a los servicios en estas 
localidades al Plan de Inversiones a cargo del 
Concesionario; b) posibilidad del Concesionario 
de proponer al Ente Regulador las soluciones 
para estas localidades, lo cual abre un amplio 
abanico de posibilidades tendientes a viabilizar 
la concesión; y, c) en las localidades no renta-
bles, posibilidad de suministrar agua que no ne-
cesariamente debe tener los mismos niveles de 
calidad que deben cumplirse en las demás loca-
lidades. Sin embargo, este concepto no ha sido 
operativo, por cuanto el concesionario y el ente 
regulador no se han puesto de acuerdo en la 
forma de aplicarlo. 
 
El contrato de concesión incluye la posibilidad 
explícita de su renegociación, con el objetivo de 
dotar de flexibilidad al mismo, lo que a su vez 
está orientado a evitar renegociaciones traumá-

ticas. Si bien, la renegociación permanente no 
resulta recomendable como política pública de 
largo plazo, en este caso, se ha generado un ám-
bito de negociación sobre aspectos controverti-
dos de la concesión, sin pleitos importantes entre 
el concedente y el concesionario, aun en un con-
texto económico fuertemente recesivo, en la re-
gión más pobre del país y en una concesión que 
cubre un área geográfica muy extensa. 
 
La concesión se está desarrollando como una 
asociación entre el concedente y el concesiona-
rio. Las siguientes actividades de las partes son 
ilustrativas de esta asociación. Primero, la crea-
ción de una Comisión de Trabajo entre el ente 
regulador y la empresa concesionaria desde 
prácticamente el comienzo de la concesión, a los 
efectos de elaborar una propuesta sobre modifi-
caciones al contrato de concesión en aspectos 
tales como: a) postergar el aumento de tarifas 
previsto en el contrato para el mes 13 de la con-
cesión; b) evitar el traslado a los usuarios de los 
cargos por colocación de medidores; c) resolver 
las cuestiones de índole económica y administra-
tiva reclamadas por la empresa; d) facilitar el 
acceso a los servicios de los sectores de pobla-
ción indigente, radicada en zonas periféricas; e) 
reprogramar inversiones. Segundo, el acuerdo 
entre el concesionario y el ente regulador de 
suspender los plazos contractuales, tanto en rela-
ción con las inversiones, como en la aplicación 
del aumento de tarifas, mientras dicha Comisión 
estuviera trabajando. Tercero, la participación de 
la provincia en el financiamiento de inversiones, 
para hacer compatible el equilibrio económico 
de los servicios y la cobertura universal. Cuarto, 
la estrategia del concesionario en su relación con 
el concedente y con el ente regulador se basa en 
un proceso de negociación continuo y evita el 
pleito jurídico. Quinto, la regulación se entiende 
como un proceso continuo para asegurar el equi-
librio entre los intereses, en lugar de restringirla 
al mero control de compromisos contractuales. 
 
La relación directa entre el concesionario de los 
servicios y las autoridades municipales ha sido 



clave para el éxito de la concesión y ello a pesar 
de que el poder concedente lo detenta la provin-
cia y no los municipios. La relación directa entre 
el concesionario y los municipios ha permitido 
superar la exclusión de los municipios como 
actores de la concesión y la necesidad de estos 
de recurrir al poder central a los efectos de obte-
ner mejoras en sus comunidades. Asimismo, se 
han resuelto situaciones conflictivas originadas 
en desconfianza de algunas comunidades hacia 
el concesionario, lo que se manifiesta en la in-
corporación voluntaria a la concesión de unos 
cincuenta municipios. Es decir, mientras el con-
cesionario atendía inicialmente a las 43 locali-
dades, ahora atiende a 92. 
 
El sistema de precios implícito en la concesión 
no se ha aplicado nunca, el sistema vigente es 
un sistema que se concibió como transitorio. 
Este sistema está basado en consumos estimados 
con multitud de subsidios cruzados cuyos obje-
tivos no parecen claros y en ningún caso están 
explícitos. El alto nivel de pérdidas en los siste-
mas de distribución (alrededor del 50%), indica 
que con este sistema de precios, ni el conceden-
te, ni los usuarios tienen interés en reducir las 
pérdidas. 
 
Aunque el esquema original de subsidios fue 
concebido como un aporte al concesionario pa-
ra mitigar la baja cobrabilidad, ha evoluciona-
do hacia un esquema de subsidios directos a la 
demanda. El sistema de subsidios, aunque im-
plícitamente aceptado por la población, es poco 
conocido y genera importantes errores de inclu-
sión. Tales errores de inclusión, al encarecer 
innecesariamente el costo de los subsidios, pue-
den llevar a un colapso del mismo si las restric-
ciones presupuestarias de la provincia se agudi-
zan. 
 
La aceptación social de la participación del sec-
tor privado en los servicios requiere de acciones 

continuas del poder concedente y del concesio-
nario en las comunidades, con los usuarios y 
con la sociedad civil. En el caso de Salta, el ente 
regulador se ha acercado a las comunidades me-
diante la implementación de mecanismos ágiles 
de atención de los reclamos de los usuarios y 
resolución de conflictos que no requieren de la 
presentación en las oficinas centrales del ente. 
En esta misma línea, el ente está comenzando a 
descentralizar su atención en oficinas municipa-
les y propias en las localidades más importantes 
del la provincia. Por otra parte, el concesionario 
ha desarrollado el sistema de convenios con 
usuarios y con municipios (con participación de 
los usuarios), por los cuales, es posible acelerar 
la ejecución de obras de expansión e implemen-
tar mecanismos de compensación de los aportes 
de los usuarios a cambio del pago del servicio. 
Todo ello ha contribuido a otorgar al proceso 
una amplia credibilidad social. 
 
El establecimiento de un ente regulador multi-
sectorial en  la Provincia de Salta parece una 
elección acertada por los siguientes motivos. 
Primero,  posibilidad de compartir los recursos 
asignados a los distintos servicios. Ello no sólo 
se refiere a los recursos humanos, sino que tam-
bién comprende las acciones que el ENRESP 
lleva a cabo en cada localidad, siendo posible 
por ejemplo, controlar los servicios eléctricos y 
de agua potable en una misma misión. Segundo,  
ha permitido de aplicar criterios uniformes a los 
diferentes servicios, lo cual dota de mayor cre-
dibilidad al proceso regulatorio. Tercero, mayor 
independencia del ente frente a los Concesiona-
rios de cada uno de los servicios y frente al po-
der político. En efecto, la aplicación de criterios 
uniformes a varios sectores limita la  aplicación 
de criterios particulares a un sector especifico 
sin una razón clara que justifique el abandono de 
los criterios generales.   
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